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			Resumen. El presente artículo tiene como objetivo abordar la problemática de la falta de legislación en materia penal electoral para la violencia política contra las mujeres en razón de género, y cómo su presencia refleja una afectación directa al derecho a la igualdad y la paridad de género establecida en los artículos 4 y 41 constitucionales, realizando un breve análisis del Derecho penal electoral, así como los tipos penales que establece la Ley General en Materia de Delitos Electorales para llegar a una propuesta para tipificar la violencia política contra las mujeres. 

		

		


		
			Abstract. This article studies the problem of the lack of legislation in electoral criminal law for political violence against women based on gender elements and the impact it has on the equality and gender parity established in articles 4 and 41 of the Constitution, making a brief analysis of electoral criminal law, as well as the criminal types established by the General Law on Electoral Crimes to reach a proposal to typify political violence against women. 

		

		


		
			Sumario:

			I. Introducción; II. Violencia política contra las mujeres en razón de género como delito electoral; III. Paridad y violencia política; IV. Conclusiones; V. Fuentes de consulta.

			
			


			

			



			I. INTRODUCCIÓN

			


			Un Estado democrático de Derecho es aquel que garantiza el pleno ejercicio y goce de los derechos humanos consagrados en su Constitución, además de brindar seguridad jurídica a través del principio de soberanía popular, que es fundamental en una democracia. Para el caso mexicano está plasmado en el artículo 39 constitucional que menciona que “todo poder público dimana del pueblo y se instituye para beneficio de éste”, entendiendo por pueblo tanto a hombres como a mujeres.

			Considerando que el artículo 4 de nuestra Constitución reconoce la igualdad como uno de los derechos humanos de las mexicanas y los mexicanos, el precepto señalado en el párrafo que antecede debe interpretarse en el sentido de que el poder público debe provenir y tomar en cuenta ambos géneros para favorecerlos de igual manera. Sin embargo, la realidad social de México está lejos de alcanzar esta igualdad, conocida como igualdad real o sustantiva.

			A partir de la reforma político-electoral del 2014 se dio un cambio importante para lograr dicha igualdad. Con las modificaciones al artículo 41 de nuestra Constitución se elevó a rango constitucional la paridad de género, obligando a los partidos políticos a establecer reglas para garantizar la paridad en sus candidaturas a congresos locales y federales.

			Esta reforma trajo consigo una transformación positiva en la configuración legislativa de nuestro país, pues para el proceso electoral federal 2014-2015, donde se renovó la Cámara de Diputados y Diputadas se obtuvo un 42.6 % de representación femenina en la cámara baja. Hay que recordar que el Senado de la República —electo antes de esta reforma— tiene una representación de mujeres de 36.2 por ciento.

			No obstante estos avances, aún estamos muy por debajo respecto a otros países y aún más para alcanzar la igualdad sustantiva que se busca. En el Poder Ejecutivo, de los 2,461 municipios que conforman el país, solo en 393 gobiernan las mujeres, lo que representa 15.93 % del total. A nivel gubernaturas, solo contamos con una gobernadora, Claudia Pavlovich, en Sonora, quien sufrió violencia política en razón de género por su condición de mujer en las campañas para la gubernatura. Por lo que hace al Ejecutivo Federal, de las 18 secretarías de Estado solo tres tienen como titulares a mujeres: cultura, desarrollo agrario, territorial y urbano y la de la función pública. Para contextualizar lo antes dicho, México se encuentra en la posición número 109 del mundo en cuanto a cargos ocupados por mujeres en puestos de ministeriales o secretarías de Estado. En cuanto al Poder Judicial no es diferente la situación, a nivel federal, compuesto por el Consejo de la Judicatura, la Suprema Corte de Justicia de la Nación y la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF), sus plenos están compuestos por cinco consejeros y tres consejeras; nueve ministros y dos ministras; y cinco magistrados y dos magistradas respectivamente, con lo que se observa que no se llega ni al 30 % de participación femenina en estos órganos. Por lo que hace a los juzgados de distrito, tribunales unitarios y colegiados del Consejo, está integrado por 275 juezas o magistradas (19.9 %) y 1,104 jueces o magistrados (80.1 %); las salas regionales del TEPJF, se integran por 12 magistrados (67 %) y seis magistradas (33 %). Como podemos ver, aún estamos lejos de la igualdad sustantiva que buscamos. Uno de los problemas centrales para alcanzarla ha sido la violencia política contra las mujeres en razón de género —entendida como todas aquellas acciones u omisiones hacia las mujeres por el hecho de ser mujeres que tengan como fin el menoscabo de sus derechos políticos— (Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 2017) así como la falta de legislación de ésta. Estas dos cuestiones —aunadas a otros factores— dan por resultado la desigualdad de oportunidades reales de las mujeres para acceder al poder público.

			Adicionalmente, en materia penal electoral nos enfrentamos a la falta de un tipo penal que atienda la violencia política contra las mujeres en razón de género. La reforma político-electoral de 2014, además de elevar la paridad a rango constitucional, derogó el Título Vigesimocuarto del Código Penal Federal, “Delitos Electorales y en Materia de Registro Nacional de Ciudadanos”, para dar paso a la Ley General en Materia de Delitos Electorales, la cual no prevé una sanción a quienes ejerzan violencia política por razón de género. Si bien se han presentado algunas iniciativas en el Congreso para adicionar estas acciones como delito electoral, aún no han sido aprobadas. Recientemente la Cámara de Diputados y Diputadas aprobó un dictamen para adicionar como agravante la violencia política contra las mujeres en razón de género en la comisión de cualquiera del catálogo de delitos contenidos en la Ley General en Materia de Delitos Electorales, sin embargo no ha sido aprobada por el Senado.

			Si al problema en la configuración jurídica en materia de violencia política hacia las mujeres le sumamos que estamos enfrentando un proceso electoral histórico en la vida democrática de nuestro país, pues concurrirán el proceso electoral federal y procesos locales en 30 entidades federativas en los que elegiremos más de 3,400 cargos de elección popular, resalta la urgencia de prepararnos para garantizar el pleno ejercicio y goce de los derechos político-electorales de las mujeres y eliminar los obstáculos que enfrentan para llegar a cargos públicos pues solo así alcanzaremos la igualdad sustantiva.

			


			II. VIOLENCIA POLÍTICA CONTRA LAS MUJERES EN RAZÓN DE GÉNERO COMO DELITO ELECTORAL

			


			A. Derecho penal electoral

			


			Actualmente el Derecho penal electoral es una rama del Derecho penal poco estudiada y analizada. Para explicar por qué la violencia política contra las mujeres en razón de género debería ser un delito electoral, analizaremos brevemente la configuración del Derecho penal electoral.

			El Derecho penal es una rama del Derecho público donde el Estado crea un sistema de normas jurídicas para garantizar la protección de las personas y el orden público. Esto se logra estableciendo sanciones o penas a quienes contravengan ciertas disposiciones.

			En este orden de ideas, podemos definir al Derecho penal electoral como un conjunto de normas jurídicas que garantizan la adecuada función electoral, mediante el establecimiento de sanciones o penas previstas para quienes las transgredan.

			La fuente principal del Derecho penal —y para algunos académicos la única— es la ley penal, ya que define los delitos y las penas. Para el caso que nos ocupa, en México, con la reforma político-electoral de 1990 inició formalmente la ley penal de la materia, pues además de expedirse el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales (COFIPE), se adicionó el Título Vigésimo Cuarto al Código Penal Federal, “Delitos Electorales y en materia de Registro Nacional de Ciudadanos”, con ocho artículos que mencionaban las variables de los delitos electorales.

			Este catálogo de delitos electorales ha sufrido diversos cambios a lo largo de la historia, hasta que, con la reforma político-electoral de 2014, se modificó el artículo 73 de la Constitución para facultar al Congreso a expedir las leyes generales, que establezcan como mínimo, los tipos penales y sanciones en materia de delitos electorales, y el 23 de mayo de 2014 se expidió la Ley General en Materia de Delitos Electorales.

			Dicha ley, como norma penal, contiene dos partes: los tipos penales y sus sanciones. Los tipos penales —entendidos como las conductas que van en contra de la norma— se establecen para proteger un bien jurídico y regular el orden en la sociedad. Para el caso particular de esta ley, las y los legisladores pretenden cuidar la adecuada función electoral, establecida en el artículo 41 constitucional.

			Cabe mencionar que en la materia, la lesión a la adecuada función electoral puede ocurrir de diferentes formas, esto es vulnerando los principios de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad y objetividad establecidos en el referido artículo 41. La vulneración a estos principios se establece conforme a los tipos penales señalados en la ley, que abarcan del artículo 7 al 20.

			En términos del jurista español Mir Puig, los elementos generales del tipo penal son: acción, sujeto y objetos (2015). A continuación, analizaremos los tipos penales conforme a estos tres aspectos.

			Por acciones debemos entender aquellas conductas antijurídicas que constituyen un hecho ilícito. Para los delitos electorales, podemos agrupar estas acciones en los siguientes temas:

			


			
					Acciones que vulneran el sentido del voto del electorado.

					Las relativas a votar cuando existe un impedimento para ello.

					Fiscalización.

					Uso indebido del material público electoral.

					Proselitismo.

			

			


			Para las y los sujetos, tenemos tres distinciones, por un lado, a la o el sujeto activo que es quien realiza la acción ilícita establecida en el tipo penal; por otro lado, a la o el sujeto pasivo, titular del derecho tutelado —para el caso que nos ocupa puede ser un partido político, el Estado, el Instituto Nacional Electoral (INE) cualquier persona—; y finalmente, la o el sujeto perjudicado, quien recibe directamente la afectación, pudiendo ser o no la persona titular del derecho tutelado.

			Como sujetos activos, la ley contempla diversos supuestos:

			


			
					Cualquier persona.

					Servidoras y servidores públicos.

					Funcionarias y funcionarios partidistas.

					Ministras y ministros de culto religioso.

					Candidatas y candidatos.

					Funcionarias y funcionarios electorales.

			

			


			Por último, el objeto, que en palabras del Dr. Eduardo López Betancourt, puede ser de dos clases: el objeto material y el objeto jurídico (2014); el primero en el cual recae directamente la acción, por ejemplo, en el delito de alteración al Registro Federal de Electores, el objeto material es el Registro Federal de Electores; el segundo, el objeto jurídico, es lo que la ley trata de cuidar, entendido como bien jurídico tutelado, en el ejemplo anterior, el objeto jurídico sería el adecuado funcionamiento del Padrón Electoral.

			Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado que los elementos del tipo penal que deben de analizarse en las sentencias definitivas son los siguientes:

			


			i) los elementos objetivos de la descripción típica del delito de que se trate; ii) si la descripción típica los contempla, los elementos normativos (jurídicos o culturales) y subjetivos específicos (ánimos, intenciones, finalidades y otros); iii) la forma de autoría (autor intelectual, material o directo, coautor o mediato) o participación (inductor o cómplice) realizada por el sujeto activo; y, iv) el elemento subjetivo genérico del tipo penal, esto es, si la conducta fue dolosa (dolo directo o eventual) o culposa (con o sin representación). (Tribunales Colegiados de Circuito, XXVII.3o. J/5 (10ª)

			


			Como se puede ver, el Derecho penal electoral es una materia compleja, en la cual los delitos de esta índole tienen ciertos aspectos especiales a diferencia de los delitos comunes. Es por ello que en 1994 se creó la Fiscalía Especializada para la Atención de Delitos Electorales (FEPADE), para la persecución e investigación de los mismos, creándola como un organismo con autonomía técnica y jurídica la cual pertenece a la Procuraduría General de la República.

			


			B. Violencia política de género

			


			La violencia contra la mujer, según la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer “Belem Do Pará”, es toda aquella “acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado.” En su artículo 7, apartados a y b, señala que los Estados Parte deben actuar para prevenir e investigar la violencia contra las mujeres, así como incluir en sus legislaciones, normas penales, civiles y administrativas para erradicar la violencia hacia la mujer.

			Tomando en cuenta lo anterior, el Estado Mexicano, que firmó y ratificó la Convención “Belem Do Pará”, ha sido omiso en crear una norma penal para prevenir y erradicar la violencia contra la mujer en el ámbito político.

			Esta conducta nace de la discriminación histórica hacia la mujer, la cual proviene de una —mala— asignación de roles a las mujeres y a los hombres, según los cuales, son ellas quienes están encargadas del hogar y del cuidado de las y los hijos, y su involucramiento en otras actividades se ve mal. Esta asignación trae como consecuencia una relación asimétrica entre mujeres y hombres respecto a los derechos de votar y ser votadas, fundamentales en una democracia.

			Las acciones contra las mujeres para impedir que ejerzan sus derechos político-electorales atentan incluso contra su integridad física o la de sus seres queridos, por lo que es fundamental legislar a efecto de prevenir y erradicar este tipo de conductas.

			En este contexto, ante la ausencia de un marco normativo que regule y proteja a las mujeres en contra de estos actos, las autoridades electorales en materia administrativa, jurisdiccional y penal, en colaboración con la Subsecretaría de Derechos Humanos, la Secretaría de Gobernación, la Fiscalía Especial para los Delitos de Violencia contra las Mujeres y Trata de Personas (FEVIMTRA), el Instituto Nacional de las Mujeres (INMUJERES), la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas (CEAV) y la Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres (CONAVIM), suscribieron el Protocolo para la Atención de la Violencia Política contra las Mujeres en Razón de Género, que tiene por objeto unificar criterios, conceptos y procedimientos para la actuación en contra de este tipo de violencia.

			Este Protocolo define a la violencia contra la mujer como todas aquellas acciones y omisiones que, basadas en elementos de género (se dirigen a una mujer por ser mujer) tienen un impacto diferenciado en ellas o les afectan desproporcionadamente con el objeto o resultado de menoscabar o anular, el reconocimiento, goce y/o ejercicio de los derechos políticos o de las prerrogativas inherentes a un cargo público (Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 2017).

			Cabe destacar que la oración “basadas en elementos de género” se relaciona con las formas de incurrir en violencia política contra las mujeres, ya sea cuando se dirige a una mujer por ser mujer o que tiene un impacto diferenciado en las mujeres.

			Es importante señalar que el trípode electoral —TEPJF, FEPADE e INE— en el ámbito de sus facultades han sido tajantes en la protección de los derechos político-electorales de las mujeres.

			Al respecto, el TEPJF emitió la Jurisprudencia 48/2016 en la que define a la violencia política de género en términos muy similares a los mencionados en el Protocolo y señala que todas las autoridades electorales deben realizar un análisis de la totalidad de los hechos y agravios para hacer efectivo el derecho de acceso a la justicia y el debido proceso, asimismo ha dicho que se debe de analizar cada caso en particular para definir si existe o no violencia política en razón de género, además de garantizar a las víctimas la reparación de sus derechos políticos.

			Esto es relevante porque la jurisprudencia emitida por la Sala Superior del TEPJF es vinculatoria para sus salas regionales y para los tribunales electorales de las entidades federativas, así como para el INE y los organismos públicos locales electorales cuando tenga relación con derechos político-electorales como puede ser el caso. Por lo que hace a la autoridad penal electoral, la FEPADE se enfrenta a una problemática muy compleja, pues para la materia penal la norma es muy específica en los tipos que se deben acreditar para ameritar una pena o sanción. En este contexto, la falta de normativa para el caso de violencia política contra las mujeres en razón de género, hace que de facto no haya ningún expediente que acredite este tipo de violencia para que sea valorado por la o el juez respectivo en este sentido.

			En este tenor, la FEPADE ha abordado estos casos adecuándolos a diversos tipos penales, siendo el más común el establecido en el artículo 7, fracción IV de la Ley General en Materia de Delitos Electorales en su hipótesis de “a quien obstaculice o interfiera el desarrollo normal de las votaciones”. Este tipo penal se adecuaba por lo que hace a la afectación al derecho de votar de las mujeres. Tomando en cuenta esta hipótesis y los elementos del tipo penal que se mencionaron al inicio de este capítulo, analizaremos cómo la violencia política contra las mujeres en razón de género puede ser constituida como delito electoral.

			En relación con los elementos del tipo penal que se deben analizar en una sentencia definitiva, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado que son: objetividad, normatividad, forma de autoría y subjetividad específica y genérica.

			En la tabla 1 se muestra cómo se acreditarían los elementos del tipo penal (a manera descriptiva) en el hipotético caso de que se impidiera votar a una mujer por razones de género; por un lado, se muestra con la hipótesis de lo establecido en el artículo 7, fracción IV de la ley señalada, y por el otro se muestra cómo sería en el supuesto de que existiera un tipo penal específico para atender la violencia política contra las mujeres en razón de género.

			Este cuadro expresa un supuesto en que el delito expresado en la Ley General en Materia de Delitos Electorales fuese: a quien por sí o interpósita persona realice una acción u omisión en contra de una mujer, basada en elementos de género que tenga por objeto o resultado el menoscabo, anulación, impedimento, reconocimiento, goce y/o ejercicio de sus derechos políticos o de las prerrogativas inherentes a un cargo público.

			


			
				Tabla I.

			

			
				
					
						
						
						
					
					
						
								
								Elementos del tipo penal

							
								
								Artículo 7, fracción IV

							
								
								Violencia política contra las mujeres en razón de género

							
						

						
								
								Objetivos

							
								
								Interferir el desarrollo de las votaciones

							
								
								Impida el ejercicio de sus derechos políticos por razón de género

							
						

						
								
								Normativos

							
								
								Desarrollo de las votaciones conforme a lo establecido en la LGIPE* y normatividad aplicable

							
								
								Ejercicio de sus derechos políticos conforme a lo establecido en la LGIPE* y razón de género conforme a la normatividad aplicable

							
						

						
								
								Forma de autoría

							
								
								Autor material

							
								
								Autor material

							
						

						
								
								Subjetivos

							
								
								Dolo directo

							
								
								Dolo directo

							
						

					
				

			

				* Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales.

			


			III. PARIDAD Y VIOLENCIA POLÍTICA

			


			Por su parte, los tribunales electorales del país, tanto los locales como el TEPJF, hemos intervenido en casos relacionados con temas de género en una doble vertiente: la primera, garantizando su derecho a vivir una libre de violencia, específicamente en cuanto a violencia política de género y la segunda, promoviendo e impulsando la participación de mujeres en la vida política del país.

			


			A. Violencia Política de Género

			


			Los distintos tribunales electorales hemos resuelto algunos casos de violencia política de género que protegen el derecho de las mujeres a tener una vida libre de violencia cuando esta incide en el ejercicio de sus derechos político-electorales, es decir, tanto en el derecho de acceder a la postulación como candidatas a cargos de elección popular, como en el derecho a ejercer los cargos para los que son electas. A continuación, daremos algunos ejemplos:

			
					Caso Chenalhó. Sala Superior TEPJF SUP-JDC-1654/2016. La Presidenta Municipal electa de San Pedro Chenalhó, Chiapas, denunció actos de violencia física, psicológica e institucional que constituían violencia política de género en su contra y la llevaron a firmar la renuncia a su cargo, en contra de su consentimiento y voluntad, como el único medio para que dejaran en libertad a dos diputados retenidos ilegalmente por gente de su comunidad.

					En este asunto, la Sala Superior emitió un acuerdo plenario —antes de emitir la sentencia— en que ordenó enviar copia de la demanda a diversas autoridades para que estas hicieran lo conducente dentro de sus facultades, en torno a las medidas cautelares solicitadas por la actora.

					Al resolver el asunto, la Sala Superior concluyó que sí había existido violencia política de género en contra de la actora, la cual la había llevado a renunciar a su cargo de manera ilegal y contra su voluntad, por lo que no podía producir efectos jurídicos. En virtud de ello, la Sala Superior determinó algunas medidas de reparación incluyendo en primer lugar la restitución de la actora en su cargo, vinculando a diversas autoridades para ello e incluso para resguardar el orden público del Ayuntamiento.

					Finalmente, se ordenó hacer un resumen de la sentencia y traducirla a las lenguas indígenas correspondientes a la comunidad que pertenecía la actora para garantizar su conocimiento.

			

			
					Caso Pinotepa. Tribunal Elec-toral del Estado de Oaxaca JDC-05/2017. Una mujer electa para el Ayuntamiento de Pinotepa, Oaxaca, denunció actos de violencia política en su contra, consistentes entre otras cuestiones, en su designación como Regidora en vez de Síndica Procuradora, derivado de un acto discriminatorio por ser mujer y solicitó medidas de protección para ella y sus familiares, por el riesgo de sufrir actos de violencia física y psicológica e incluso pidió que se protegiera su vida e integridad. Estos actos ameritaron una solicitud de medidas cautelares emitida por la CNDH, dirigida al Gobierno del Estado de Oaxaca.

					En su resolución, el tribunal electoral determinó que se había violado su derecho a ejercer el cargo para el que había sido electa, por lo que ordenó que se le reconociera como Síndica Procuradora en vez de Regidora. Adicionalmente, dio vista a la Fiscalía General del Estado de Oaxaca para que procediera en el ámbito de sus atribuciones respecto de los actos de violencia denunciados por la actora.

			

			
			
					Caso San Juan Bautista Lo de Soto. Tribunal Electoral del Estado de Oaxaca JDC-13/2017. Una mujer denunció violencia política (psicológica y emocional) en su contra mediante actos de acoso laboral y amenazas dirigidos a ella, sus familiares y su personal, que tuvieron por objeto impedirle ejercer el cargo de Presidenta Municipal para el que fue electa. Estos actos, consistieron entre otros, en amenazas de muerte, el cierre del Palacio Municipal y la toma de vehículos oficiales.

					De la sentencia se desprenden varias afirmaciones hechas por la actora en el sentido de que le cuestionaban su capacidad para gobernar y su falta de experiencia, señalándole que no tenía palancas ni relaciones con personas influyentes e incluso diciéndole “¿qué puede hacer una pobre quesera?”. Cuenta cómo la obligaron a renunciar a su cargo en un evento público. E incluso relata que un día antes de rendir protesta dos personas fueron a su casa a mencionarle que había un acuerdo político para que ella ocupara el cargo de Síndica y el Síndico electo ocupara la Presidencia Municipal, acuerdo que era del conocimiento de la Secretaría General de Gobierno y que si no lo respetaba, se atuviera a las consecuencias.

					En la sentencia, el tribunal de Oaxaca tuvo por acreditados diversos actos de violencia política en contra de la actora por ser mujer y que ponían en riesgo su integridad, y la de algunas y algunos de sus familiares y colaboradores, afectando la paz social y la gobernabilidad del Ayuntamiento. En consecuencia, ordenó a sus agresores abstenerse de cometer actos violentos en su contra y vinculó a diversas autoridades del estado de Oaxaca para que garantizaran a la actora el ejercicio de su cargo libre de violencia.

					Cabe mencionar que tomando en cuenta que la FEPADE ya había iniciado una carpeta de investigación relacionada con los hechos denunciados, le dio vista de la resolución para que tuviera en cuenta el reconocimiento por parte del Tribunal de la violencia política de género en contra de la actora.

			

			
			
					Violencia de género. Sala Regional Ciudad de México del TEPJF SCM-JDC-1653/2017.Una mujer denunció violencia de género en su contra por parte de un militante de un partido político; después de que dichos actos fueron investigados internamente, el partido sancionó al agresor con la destitución del cargo que ostentaba entre otras cuestiones.

					En contra de dicha resolución, el agresor acudió al Tribunal Electoral de la Ciudad de México, en defensa de sus derechos político-electorales que consideraba violados pues había sido destituido del cargo que ostentaba al interior del partido. El Tribunal confirmó la resolución emitida por el órgano jurisdiccional del partido y modificó la medida de reparación impuesta al actor para exigir que se contara con el consentimiento de la víctima.

					En contra de esa sentencia, el agresor acudió a la Sala Regional Ciudad de México del TEPJF, señalando que había sufrido discriminación por ser hombre pues las pruebas con que el Tribunal Local había tenido por acreditados los hechos denunciados en su contra habían sido mal valoradas en su perjuicio ya que eran solamente indicios y en algunas ocasiones había contradicciones.

					Al resolver el asunto, en la sala regional determinamos que la valoración hecha por el tribunal local era correcta pues en casos de violencia por razones de género, la naturaleza de los hechos en muchas ocasiones implica que estos suceden en entornos privados y el estándar probatorio y el dicho de la víctima adquieren características especiales.

			

			


			B. Paridad de género

			


			¿Por qué hablar de paridad de género en el acceso de las mujeres a cargos de poder cuando se habla de violencia política de género?

			En términos de la definición de violencia política de género que da la Jurisprudencia 48/2016 del TEPJF —semejante a la contenida en el Protocolo— las acciones dirigidas a mujeres por ser mujeres, que tengan por objeto impedirles el acceso o ejercicio a cargos de elección popular, pueden constituir violencia política de género.

			Como ya se mencionó, a partir de la reforma político-electoral de 2014 los partidos políticos están obligados a cumplir con el requisito de paridad en las postulaciones a congresos locales y federales. Derivado de esa reforma y de una sentencia que veremos más adelante, hubo reformas adicionales en algunas entidades que también obligan a postular paritariamente las presidencias municipales, llamada “paridad horizontal”.

			Es importante señalar que el TEPJF ha garantizado la paridad y a falta de legislación ha brindado —a través de sus sentencias— una protección amplia para tutelar la paridad y evitar malas prácticas de los partidos políticos. A continuación, señalamos algunos ejemplos.

			


			
					Sentencia “Anti-Juanitas” Sala Superior TEPJF SUP-JDC12624/2012. Esta sentencia marcó un parteaguas en temas de paridad de género.

					Este asunto controvertía el Acuerdo del entonces Instituto Federal Electoral, aprobado en octubre de 2011 que establecía los criterios aplicables para el registro de candidaturas a distintos cargos de elección popular para el proceso electoral federal 2011-2012, en él se permitía que las fórmulas para diputaciones y senadurías fuesen integradas por ambos géneros, y solo establecía como una recomendación postular las fórmulas a candidatas y candidatos del mismo género, más no era una obligación. Esto generó revuelo entre un grupo de mujeres inconformes que impugnaron el mencionado acuerdo, pues en las elecciones intermedias de 2011 —anteriores al acuerdo impugnado— los partidos políticos postularon a mujeres en cargos de elección popular para cumplir con las cuotas de género que establecía la ley, pero cuando ganaron las elecciones, un gran número de éstas solicitaron licencia y asumieron el cargo los suplentes, todos hombres.

					La sentencia menciona que el acuerdo debía modificarse, ya que el Instituto Federal Electoral se limitó a hacer una recomendación a los partidos políticos para que cumplieran las cuotas de género. Considerando que el espíritu de la ley busca garantizar la paridad de género, e interpretando conforme al principio pro persona establecido en la reforma en materia de derechos humanos de 2011, ordenó al Instituto que modificara el acuerdo y estableciera como obligación de los partidos políticos que postularan sus fórmulas con candidatas y candidatos del mismo género. La sentencia fue votada por unanimidad y fortaleció el posicionamiento de las mujeres en el espacio público, garantizando que llegaran al cargo de elección popular después de haber ganado en las urnas y pudieran ejercerlo realmente.

			

			
			
					Paridad Horizontal. Tribunal Electoral del Estado de Morelos TEE/RAP/12/2015-1 y acumulados. En este caso diversos partidos controvirtieron el acuerdo del Instituto Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana que establecía, entre otras cosas, la obligación de postular con “paridad horizontal” sus candidaturas a presidencias municipales y sindicaturas, es decir, la mitad de las candidaturas a cada uno de estos cargos en el Estado tenían que ser hombres y la mitad mujeres.

					El tribunal confirmó el acuerdo porque los partidos políticos están obligados a garantizar y promover la participación de las mujeres en la política, atendiendo al principio de paridad, y aunque tal obligación de cumplir con postulaciones con “paridad horizontal” no estaba en la ley, sí se podía desprender de la misma.

					Esta sentencia fue modificada por la Sala Regional Distrito Federal del TEPJF en el juicio de revisión constitucional electoral SDF-JRC-17/2015, aunque la modificación no varió el sentido de la confirmación del acuerdo impugnado que establecía la “paridad horizontal”.

			

			
			
					Integración de Fórmulas. Sala Regional Ciudad de México TEPJF SCM-JRC-23/2017. En este asunto una pareja de aspirantes a registrar una fórmula de candidatura independiente para una diputación en el Congreso de la Ciudad de México solicitó su registro ante el instituto electoral, instancia que se los negó porque la fórmula estaba integrada por un hombre como propietario y una mujer como suplente, cuando según la normativa debía estar integrado por personas del mismo género.

					En contra de la negativa de su registro, acudieron al Tribunal Electoral de la Ciudad de México quien la revocó y ordenó su registro. Esta sentencia fue controvertida ante la Sala Regional Ciudad de México del TEPJF por un partido político que señalaba que la decisión del tribunal local implicaba una vulneración a la paridad, pues el sistema normativo de la Ciudad de México garantiza que el Congreso estará integrado de manera paritaria (con independencia de la postulación de las candidaturas, pues permite hacer ajustes al momento de la asignación de las diputaciones).

					La Sala Regional Ciudad de México confirmó la sentencia del tribunal local al considerar que la paridad establecida en la norma es una disposición que busca proteger a las mujeres —pues han sido el género históricamente discriminado— y garantizar que por lo menos el 50 % del Congreso está integrado por mujeres, pero interpretar tal norma como lo proponía el partido implicaría que a la vez que garantiza su participación en un 50 % las limite a este porcentaje, convirtiendo una norma que pretendía favorecer a las mujeres, en una norma que limita su participación.

			

			
			
					Sala Superior TEPJF SUP-REC-7/2018. Al emitir esta sentencia, la Sala Superior revocó una sentencia de la Sala Regional Guadalajara del TEPJF que revisó una sentencia del Tribunal Electoral de Jalisco que confirmó los lineamientos aprobados por el Consejo General del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de dicho estado. Estos lineamientos establecían las reglas para garantizar la paridad de género en las diputaciones de Jalisco y señalaban que las mujeres podían ser suplentes en las fórmulas cuando un hombre fuese propietario, mientras que para las fórmulas donde las mujeres fueran propietarias, la suplente necesariamente debería de ser del mismo género.

					La sala regional consideró que estos lineamientos transgredían la ley local, pues en la misma se indicaba que las fórmulas deberían de estar conformadas por propietarias y propietarios con la suplencia del mismo género.

					En la sentencia de la sala superior se advierte que la disposición emitida por el instituto local fue correcta, pues buscaba alcanzar el fin constitucional de igualdad sustantiva que establece la Constitución, además de ser progresista al garantizar en mayor medida la postulación de mujeres a cargos de elección popular, buscando así que tengan un mayor posicionamiento en el espacio público.

					Esta sentencia favorece sin duda a la paridad de género, siendo progresista y buscando eliminar las desigualdades entre hombres y mujeres al generar un mecanismo que permite a las mujeres llegar con mayor participación a los cargos de elección popular; adicionalmente la alternativa que se da a los partidos para postular mujeres como suplentes sin importar el género de quien tenga la candidatura propietaria, permite una mayor participación a las mujeres.

			

			


			IV. CONCLUSIONES

			


			Las acciones que llevan a cabo la FEPADE y el TEPJF, a falta de una legislación precisa que regule la violencia política de género son esfuerzos institucionales por proteger a las mujeres y garantizar tanto su derecho a la igualdad y a la paridad, como su derecho a una vida libre de violencia, pero es importante recalcar que como Estado no hemos cumplido una de nuestras obligaciones convencionales consistente en incluir en nuestra legislación, normas penales, civiles y administrativas para erradicar la violencia hacia la mujer, como nos lo impone la Convención “Belem Do Pará”.

			Adicionalmente, las acciones que realizan nuestras instituciones deberían ser innecesarias. Lo ideal sería que existiese una igualdad sustantiva entre hombres y mujeres en cualquier espacio; sin embargo, estamos lejos de alcanzar una sociedad así por lo que las instituciones —en el ámbito de sus facultades— deben implementar mecanismos que permitan combatir la desigualdad entre hombres y mujeres y permitan alcanzar la igualdad real.

			Las desigualdades entre hombres y mujeres han sido históricamente generadas por las relaciones de poder que ejerce el hombre sobre la mujer. Estas relaciones de poder nacen de los estereotipos de género que asignan roles según los cuales el hombre es el proveedor del hogar y es quien debe asumir e involucrarse en la esfera pública y en la toma de decisiones de esta. Por otro lado, la mujer debe encargarse de las tareas domésticas y su marco de acciones se limita a las esferas privada y familiar.

			Lo anterior genera diversas ventajas para los hombres, como el ser quienes tienen recursos económicos o el poder de tomar decisiones políticas —pues son quienes integran mayoritariamente nuestros órganos de gobierno. Estas ventajas otorgan cierto poder que en algunos casos es utilizado para inducir, manipular o presionar a las mujeres a tomar ciertas decisiones; entre estas decisiones se encuentra la de participar en la vida política y pública.

			A pesar de las acciones que se han implementado para combatir las desigualdades entre hombres y mujeres en el ámbito público y evitar los obstáculos que tienen las mujeres para llegar a un cargo de elección popular, aún queda un largo camino por recorrer y muchas batallas por enfrentar, principalmente, como ya se ha mencionado en este artículo, la de la violencia contra la mujer.

			Según datos del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), seis de cada 10 mujeres mayores de 15 años, han sufrido al menos una vez en la vida algún tipo de violencia1.

			La violencia política contra las mujeres, generada por las desigualdades entre hombres y mujeres, ha generado una afectación en la participación que ellas tienen en el espacio público del país. En específico, perjudica el orden constitucional establecido en el artículo 41 que establece la celebración periódica de elecciones libres, fundamental en una democracia, y también señala que en dichas elecciones, debe haber una paridad obligatoria en las postulaciones de los partidos políticos.

			La violencia política contra las mujeres genera que estas tengan un camino más complicado para llegar a ocupar algún cargo de elección popular, afectando directamente el ejercicio de sus derechos políticos. Incluso, perjudicando que lleguen a ocupar los cargos, pues este tipo de acciones impide a las mujeres en algunos casos la postulación para ocupar dichos cargos y, en otras, su ejercicio.

			Esto se debe a veces por falta de conocimiento respecto de los mecanismos de protección, en otras ocasiones, es por miedo a que la violencia vaya más allá y dañe su integridad física o la de sus seres queridos, lo cual lleva a las mujeres a no querer competir por algún cargo o renuncian a éstos.

			Cabe mencionar que la falta de conocimiento en los mecanismos de protección y el miedo a denunciar e irse a las últimas instancias, se debe en gran medida a la falta de compromiso de instituciones y partidos políticos y a las dificultades que tienen las mujeres para acceder a la justicia.

			En materia electoral no-penal, las autoridades que emitieron el Protocolo para la Atención de la Violencia Política contra las Mujeres en Razón de Género, han avanzado en la protección de los derechos de las mujeres, y con la emisión de la Jurisprudencia 48/2016 del TEPJF se subsanó —aunque de manera muy básica—, la falta de una definición legal de violencia política de género, pero esta no sirve como tipo penal para atender la violencia política contra las mujeres, lo cual es grave, pues a pesar que las instituciones han implementado acciones para garantizar la paridad de género y la participación política de las mujeres, estas se ven directamente afectadas cuando al intentar participar en la vida política del país del que forman parte, se ejerce violencia sobre ellas.

			Como mencionamos al inicio de este artículo, el Derecho penal consiste en un sistema de normas jurídicas que garantizan la protección de las personas y el orden público mediante el establecimiento de sanciones o penas a quienes contravengan ciertas disposiciones. Para que el Estado cumpla su labor de proteger a las personas que lo integran, es necesario incluir en el catálogo de estas normas, aquellas conductas cuyos efectos son de tal trascendencia que afectan el orden público y dañan el Estado de Derecho.

			La violencia política de género es una de esas conductas, pues pone en riesgo los derechos de más de la mitad de la población y sus efectos pueden impedir el acceso o ejercicio de las mujeres a los cargos de elección popular, generando una sociedad sexista que en consecuencia atenta contra el principio mismo de nuestra soberanía democrática: “el poder público dimana del pueblo y se instituye para beneficio de este”, ¿qué democracia es aquella que dimana de la mitad de su población y en consecuencia no beneficia a la totalidad?

			Norberto Bobbio definía a la democracia como una forma de gobierno, en la cual un conjunto de reglas establece quién y cómo llega al poder para tomar las decisiones colectivas de un Estado (2001). En este sentido, se debe tomar en cuenta a todos los sectores de la sociedad y en beneficio de ésta, en consecuencia, este tipo de determinaciones deben ser tomadas en colectivo, pues un régimen democrático debe ser representado por todos y cada uno de los sectores de la población.

			En este contexto, para que una democracia funcione, debe haber representación de toda la comunidad, por lo que si esto falla no podríamos decir que vivimos en una democracia plena y menos en un Estado Democrático de Derecho consolidado. La inclusión de las mujeres en la esfera pública es fundamental y primordial para lograr consolidar nuestra democracia, por tanto, la erradicación de la violencia política contra las mujeres en razón de género debe ser un eje transversal, donde todas las autoridades, instituciones y personas, actuemos en el ámbito que nos compete para lograr instrumentos que eliminen este tipo de violencia y podamos transitar hacia una verdadera democracia.

			En este orden de ideas, la ausencia de un tipo penal para atender la violencia política contra las mujeres es grave, pues desgraciadamente, los mecanismos que han diseñado las autoridades para combatir tales actos no funcionan en materia penal electoral, pues como se mencionó anteriormente, para poder ejercer la acción penal es necesario que la ley describa con exactitud la acción, sin poder adecuar o vincular una norma diferente a la penal.

			Es por ello que la autora y el autor, estamos convencidos que urge hacer un llamado a los órganos legislativos para que tipifiquen este tipo de acciones, pues en la medida que generen más instrumentos para robustecer las actuaciones de las instituciones electorales y en específico, la de procuración de justicia penal electoral, abonará al fortalecimiento y consolidación de una democracia real.
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					1 Véase Atlas de Género publicado por el INEGI.
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